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RESOLUCIÓN DE PROCEDIMIENTO SANCIONADOR POR INFRACCIÓN
DE LA NORMATIVA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

Resolución RPS-2026/029

Procedimiento Sanciona-
dor

PS-2025/026

Expediente RCO-2023/108

Entidad incoada Ayuntamiento de El Viso del Alcor

Motivo de la reclamación Difusión de documentación relativa a un procedimiento sancionador
en la que se incluyen datos personales de la persona reclamante

Artículo afectado 32.1 RGPD

Abreviaturas:
RGPD. REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016 relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de es -
tos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos)
LOPDGDD. Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos
digitales.
LOPDP. Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención,
detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.
LTPA. Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía
ESTATUTOS CTPDA. Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, aprobados por
Decreto 434/2015, de 29 de septiembre.
LPAC. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas
LRJSP. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
ENS. Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad.

ANTECEDENTES 

Primero. Presentación de la reclamación.

1. Con fecha 19 de junio de 2023, tuvo entrada en el Consejo de Transparencia y Protección de
Datos de Andalucía (en adelante, el Consejo)  una reclamación por presunta infracción de la
normativa de protección de datos personales.

La reclamación se presentó originariamente ante la Agencia Española de Protección de Datos,
dando esta traslado de la misma al Consejo por ser la autoridad de control competente en su
tramitación.

2. En la misma se expone como motivo de la reclamación:
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“[…] PRIMERO: Que el denunciado D. [xxx] con D.N.I. [...], ostenta el cargo de concejal de
la Oposición del Ayuntamiento de El Viso del Alcor, por el partido político [...], desde las pa-
sadas elecciones Municipales celebradas en el año 2019. 

El SR. [xxx], valiéndose de su condición de Concejal de El Ayuntamiento de El Viso del Alcor,
ha tenido acceso a un Decreto dictado en el Expediente Sancionador con Número de Expe-
diente [...], en el cual ha sido acordado adoptar una serie de medidas consistentes en la Sus-
pensión de la Actividad, contra un establecimiento de la localidad de El Viso del Alcor, con-
cretamente el “Establecimiento [xxx]”,  casualmente regentado por la mercantil “estableci-
miento [xxx]. con CIF[NNN], cuyo Representante Legal es D. [...], el cual resulta ser familiar
del hoy denunciado D. [xxx]. 

Pues bien, el Decreto dictado por la Alcaldía, al que ha tenido acceso el denunciado, se trata
de una resolución que acuerda un Inicio de Expediente Sancionador de Actividades sin Li-
cencia, el cual se encuentra pendiente de dictar RESOLUCIÓN DEFINITIVA; si bien, el denun-
ciado D. [xxx], contraviniendo lo dispuesto en el “art. 16 del Real Decreto 2568/1986, de 28
de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Ré-
gimen Jurídico de las Entidades Locales”, se ha dedicado de una forma cuanto menos teme-
raria, a difundir públicamente por distintos medios el contenido íntegro de dicho Decreto, así
como los datos personales de una serie de personas intervinientes en dicho Expediente San-
cionador, que contiene el Decreto en cuestión, entre los que se encuentra el hoy denuncian-
te. 

Con fecha dd/mm/aa, D. [xxx], en su intervención en el pleno municipal el cual fue retrans-
mitido públicamente por diversos medios locales de la Localidad de El Viso del Alcor, hizo
alusión directa al Decreto indicado, revelando información del citado Expediente Sanciona-
dor, la cual sirve de antecedente para decisiones pendientes de adopción, ya que como ha
sido expuesto más arriba, dicho Expediente Sancionador se encuentra en trámite y pendien-
te del dictado de Resolución Definitiva. 

Dicho pleno Ordinario Municipal fue retransmitido por la emisora “RADIO ...”, la cual a su vez
lo retransmitió por su página de FACEBOOK, como se puede comprobar en el enlace “https://
nnnn/”, concretamente en el minuto nn de dicha grabación el concejal, hoy denunciado en
su intervención, detalla explícitamente de forma oral toda la información que contiene dicho
Decreto, y todo ello a título personal, habida cuenta que le afecta a un miembro de su fami-
lia como es D. [...].

[...]

Pues bien, el DECRETO DE FECHA dd/mm/dd DICTADO EN EL EXPEDIENTE SANCIONADOR
nnn, del Ayuntamiento de El Viso del Alcor, no sólo es que se corresponda con una resolu-
ción Administrativa dictada en un procedimiento Sancionador Administrativo el cual se en-
cuentra en tramitación y pendiente de dictar RESOLUCIÓN definitiva, sino que además con-
tiene DATOS PERSONALES, como son los del hoy DENUNCIANTE, habida cuenta que el que
suscribe, bajo su condición de Letrado, actuó en dicho expediente sancionador, en Repre-
sentación de la parte denunciante, y fue el que formuló la denuncia contra D. [...] Y “ESTA-
BLECIMIENTO [XXX]”, en nombre y representación de los denunciantes; siendo éste el moti-
vo por el cual en el citado DECRETO constan los datos personales del que suscribe, tanto
nombre y apellidos como D.N.I., ya que como se puede comprobar en el Decreto indicado el
inicio de la redacción del mismo se constata lo siguiente: 

“Vista la denuncia (R.E.nnn), presentada el día dd/mm/aa por [...] (NIF: [...]), en representa-
ción de […] (NIF: [...]), contra […]
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[…]”.

Segundo. Traslado previo al Delegado de Protección de Datos (DPD). Arts 37.1 y  65.4 
LOPDGDD. 

1. El 31 de agosto de 2023 se dio traslado de la reclamación al DPD de la entidad incoada para que,
en el plazo máximo de un mes, informara en relación con las circunstancias expuestas en la mis-
ma, las medidas existentes en el momento de producirse los hechos, así como de las medidas que
se  hubieran podido adoptar tanto en relación con lo expresado en la reclamación como, en su
caso, para que no se produjeran situaciones similares en el futuro y otras informaciones y docu-
mentación.

2. Con fecha 20 de octubre de 2023, se recibe escrito del DPD, donde manifiesta lo siguiente:

“[…] PRIMERO.- Que se ha solicitado información en relación con la difusión de documenta-
ción relativa a un procedimiento sancionador en la que se incluyen datos personales de la
persona reclamante.

SEGUNDO.- Que la persona requirente interpone reclamación ante la AEPD frente a D. [xxx],
concejal de la oposición del Ayuntamiento de El Viso del Alcor, quien, en el ejercicio de sus fa-
cultades, accedió a un Decreto dictado en el Expediente Sancionador nnn. Mediante dicho de-
creto, se acordaba la adopción de una serie de medidas consistentes en la suspensión de la
actividad, contra el “ESTABLECIMIENTO XXX”, sito en la misma localidad, junto con el acuerdo
de Inicio de Expediente Sancionador de Actividades sin Licencia, el cual se encuentra pen-
diente de resolución definitiva. 

A estos efectos y, tal como queda probado a través de las alegaciones presentadas por la perso-
na reclamante y recogidas en el Anexo I del expediente, la sociedad que regenta el anterior-
mente referenciado local (ESTABLECIMIENTO XXX), con CIF NNN es titularidad del familiar de
D. [xxx].

Asimismo, a través de las pruebas aportadas por la parte reclamante, queda probado que D.
[xxx], contraviniendo el deber de reserva impuesto a través del artículo 16 Real Decreto
2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Fun-
cionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, ha difundido por distintos medios el
contenido íntegro del anteriormente referenciado Decreto, incluyendo los datos personales de
las personas intervinientes en el Expediente Sancionador, sin la adopción de medidas encami-
nadas a dificultar la identidad de los interesados afectados.

En este sentido, y teniendo en cuenta la naturaleza de las alegaciones anteriormente expues-
tas, puede presumirse que D. [xxx], prevaliéndose de su posición como concejal de la institu-
ción, actuó de manera contraria a la ética y las normativas que rigen su desempeño
como concejal con el propósito de beneficiar intereses personales, en este caso, los
relacionados con su familiar y el negocio del establecimiento. Además, de las pruebas obran-
tes en el expediente que trae causa, esta divulgación pública de información confidencial se
ha realizado con ánimo de perjudicar la imagen y la reputación del Ayuntamiento en
la comunidad. 

TERCERO.- Que en relación a la difusión de documentación relativa al procedimiento sancio-
nador en la que se incluyen datos personales de la persona reclamante, el Ayuntamiento de El
Viso del Alcor, en su calidad de responsable del tratamiento de los datos objeto de la reclama-
ción, quiere recalcar que se encuentra plenamente comprometido con el cumplimiento de la
normativa de protección de datos y a garantizar los derechos y libertades de los ciudadanos. 
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En este sentido, la identificación de las personas en calidad de denunciantes, así como de le-
tradas o representantes legales en documentos oficiales, es una práctica legítima y necesaria
para el ejercicio de las funciones públicas. En este sentido, la identificación de la denunciante
en calidad de letrada en un decreto es una medida legal y apropiada.

Asimismo, es fundamental destacar que, el acceso (que no su difusión) por parte del concejal
al expediente objeto viene reconocido por los arts. 77 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regula-
dora de las Bases del Régimen Local, y 14 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre,
por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de
las Entidades Locales, y que por otro lado, esta institución, no ha realizado ninguna publica-
ción de datos personales a través de otros medios, tales como Internet, lo que refuerza el
cumplimiento de esta Parte, en relación con las normativas de protección de datos.

En este contexto, es esencial destacar que las acciones del concejal son independientes
de la institución del Ayuntamiento, sin que reflejen la posición oficial ni las inten-
ciones de este organismo, cuyo propósito principal es servir a la comunidad de ma-
nera transparente y ética. 

CUARTO.-  Que en cumplimiento del mandato del Consejo, se indica por esta parte que el
AYUNTAMIENTO DE EL VISO DEL ALCOR, es el responsable del tratamiento objeto de reclama-
ción, el cual se recoge en el Registro de Actividades del Tratamiento bajo la denominación
“Urbanismo y obras públicas”.

A los efectos oportunos, se adjunta el citado tratamiento como DOCUMENTO N.º 1.

QUINTO.- Por último, y en relación con las medidas adoptadas por esta Parte a consecuencia
de la reclamación, así como para evitar que se produzcan situaciones similares en el futuro,
se informa que este organismo ha iniciado diligencias de investigación por los hechos aconte-
cidos. Asimismo, se informa de que se van a iniciar acciones de concienciación en materia de
protección de datos, dirigida a los componentes de la corporación local con el propósito de
concienciar sobre la importancia de cumplir con las normativas de protección de datos y fo-
mentar buenas prácticas en el manejo de información confidencial. Estas iniciativas incluirán
capacitación, charlas informativas y material educativo que ayudarán a garantizar que todos
los miembros de la corporación sean plenamente conscientes de su responsabilidad en la pro-
tección de datos y la privacidad de los ciudadanos a los que servimos. Estas acciones de con-
cienciación son una parte fundamental de nuestro enfoque proactivo para garantizar la segu-
ridad y la confidencialidad de los datos, así como para preservar la confianza de la comunidad
en nuestra institución.

El AYUNTAMIENTO DE EL VISO DEL ALCOR, está comprometido en mantener los más altos es-
tándares en cuanto al cumplimiento de la normativa de protección de datos y en promover
una cultura de respeto a la privacidad de los ciudadanos. Confiamos en que, una vez se haya
realizado una investigación exhaustiva, se confirme que esta Parte no ha infringido disposi-
ción legal alguna en materia de protección de datos y quedamos a su disposición para cual-
quier otra información o documentación que pueda ser necesaria para la resolución de esta
reclamación. […]”

Se adjuntaba copia del Registro de Actividades del Tratamiento del Ayuntamiento de El Viso del
Alcor.
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Tercero. Admisión a trámite de la reclamación 

Transcurrido el plazo de tres meses desde que la reclamación tuvo entrada en este Consejo sin que se
haya dictado acuerdo expreso en relación con la admisión o inadmisión a trámite de la misma, según
establece el artículo 65.5 LOPDGDD, prosigue su tramitación con arreglo a lo dispuesto en el Título VIII
de la mencionada ley orgánica ("Procedimientos en caso de posible vulneración de la normativa de
protección de datos").

Cuarto. Acuerdo de inicio de procedimiento sancionador. (arts. 68 LOPDGDD; Art. 64 
LPAC). 

1. El 21 de abril de 2025 el director del Consejo dictó Acuerdo de Inicio de procedimiento sancionador
contra el Ayuntamiento de El Viso del Alcor, con CIF NNNNN, por la presunta infracción del artículo
32.1 RGPD, tipificada en el artículo 83.4.a) RGPD, y calificada a efectos de prescripción en el artícu-
lo 73.f) LOPDGDD.

2. Notificado el acuerdo de inicio al órgano incoado el 21 de abril de 2025, éste presentó alegacio-
nes en las que, en síntesis, manifiesta o siguiente:

“[…]  PRIMERA.-  Que si bien esta Administración reconoce los hechos imputados a Don
[xxx], antiguo Concejal de la Oposición de este Ayuntamiento, y expuestos en su escrito de
incoación, solicita la revisión de la consideración de lo sucedido en virtud de lo dispuesto
en el artículo 83 del Reglamento General de Protección de Datos en el que se establecen
una serie de criterios a tener en cuenta en la imposición de multas administrativas aten-
diendo a los siguientes extremos:

a) Naturaleza, gravedad, duración de la infracción, teniendo en cuenta la natura-
leza el alcance o propósito de la operación de tratamiento de que se trate así
como el número de interesados afectados y el nivel de los daños y perjuicios que
hayan sufrido.

La conducta presuntamente infractora de D. [xxx] no fue sostenida en el tiempo y se vio
afectada únicamente la persona del reclamante. Por otra parte, la difusión en el medio lo-
cal alegado por la persona reclamante cuenta con una audiencia limitada y, según se pue-
de comprobar en el análisis de impacto de sus publicaciones en redes, un nivel de impacto
en cuanto a reacciones, interacciones o reproducciones muy limitado como se puede com-
probar en el enlace https://nnnn/

Asimismo, por parte del Ayuntamiento no se procedió a dar difusión alguna a la informa-
ción indebidamente puesta de manifiesto por D. [xxx].

b) La intencionalidad o negligencia en la infracción.

El Ayuntamiento de El Viso del Alcor es el responsable de los datos y la entidad incoada
como consta el Acuerdo de Iniciación al afirmar que la doctrina consolidada del Tribunal
Supremo se pronuncia “sobre la responsabilidad que recae sobre una entidad por las in-
fracciones cometidas por sus empleados o cargos públicos” no pudiendo el responsable del
tratamiento de datos “exonerarse alegando que la infracción fue cometida por un emplea-
do o cargo público”.

En este sentido, cabe destacar que en la actuación del Ayuntamiento no se observa inten-
cionalidad o negligencia alguna al quedar de manifiesto que la infracción deriva de la ac-
tuación personal e inapropiada de D. [xxx] que, tal y como consta en el escrito remitido a
su entidad con número de registro [XXXXX] de fecha dd/mm/aa por el Delegado de Protec-
ción de Datos en nombre y representación del Ayuntamiento de El Viso del Alcor “actuó
de manera contraria a la ética y las normativas que rigen su desempeño como
concejal con el propósito de beneficiar intereses personales, en este caso, los
relacionados con su familiar y el negocio del establecimiento. Además, de las
pruebas obrantes en el expediente que trae causa, esta divulgación pública de
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información confidencial se ha realizado con ánimo de perjudicar la imagen y la
reputación del Ayuntamiento en la comunidad”, por lo que el Ayuntamiento de El
Viso del Alcor, se debe de reservar y se reserva el inicio de acciones procedentes para exi-
gir, en su caso, la responsabilidad a D. [xxx], y en su caso, a ejercer el derecho de repeti-
ción ante ello, ésta parte ofrece la posibilidad al Consejo de Transparencia y a fin de no
producir indefensión, se de tramite de audiencia, si así lo considera oportuno, al causante
del hecho,

c) Cualquier medida tomada por el responsable o el encargado del tratamiento
para paliar los dalos y perjuicios sufridos por los interesados.

El Ayuntamiento de El Viso del Alcor está comprometido en mantener los más altos están-
dares en cuanto al cumplimiento de la normativa de protección de datos y en promover
una cultura de respeto a la privacidad de los ciudadanos.

En este sentido, ya desde el mes de julio de 2023, tanto los empleados municipales como
los miembros de la Corporación deben suscribir un protocolo escrito sobre la confidenciali-
dad de la información (Asignación de Permisos de Usuarios en Plataforma) en el que se
contiene cláusula referente a la protección de datos de carácter personal y que se acom-
paña como ANEXO 1.

Asimismo, se acompañan el Reglamento de Utilización de los Sistemas Informáticos del
Ayuntamiento de El Viso del Alcor, el Plan de Ciberseguridad y la Política de Monitorización
y Controles del Ayuntamiento de El Viso del Alcor como ANEXOS 2, 3 y 4, como medidas
técnicas y organizativas para dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 25 y 32 del
Reglamento General de Protección de datos.

d) Toda infracción anterior cometida por el responsable del tratamiento.

No se tiene constancia de conducta infractora anterior imputable al Ayuntamiento de El
Viso del Alcor en materia de protección de datos.

e) Grado de cooperación con la autoridad de control con el fin de poner remedio
a la infracción y mitigar los posibles efectos adversos de la infracción.

Desde que tuviera efecto la notificación realizada por parte del Consejo de Transparencia y
Protección de datos de Andalucía en fecha 01/09/2023, el Ayuntamiento de El Viso del Al-
cor ha mantenido y mantiene su disposición de colaborar en el esclarecimiento de los he-
chos, así como adoptar cuantas medidas de mejora y perfeccionamiento de la Política de
Protección de datos que le sean indicadas por el Consejo, así como el refuerzo de las ya
existentes.

f) Categorías de los datos de carácter personal afectados por la presunta infrac-
ción.

Los datos afectados y puestos de manifiesto en el escrito del denunciante son su nombre,
apellidos y DNI, ya que estos constaban en el expediente que D. [xxx] difundieron indebi-
damente y “contraviniendo el deber de reserva impuesto a través del artículo 16
Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Regla-
mento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Lo-
cales” tal y como ya se puso de manifiesto en el escrito de alegaciones presentado el 19
de octubre de 2023, no estando estos datos incluidos en las categorías especiales de datos
personales reguladas en el artículo 9 del reglamento General del Protección de Datos.

g) Otros factores atenuantes.

Otro factor atenuante es la prontitud, agilidad y rapidez de este Ayuntamiento en la imple-
mentación y suscripción del protocolo sobre la confidencialidad de la información antes ci-
tado (Asignación de Permisos de Usuarios en Plataforma) evidencia de la diligencia y el
compromiso de esta Corporación con la protección de datos de carácter personal, así como
la apertura de diligencias de investigación por los hechos acontecidos.
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Así mismo, y con objeto de concienciar a los componentes de la Corporación Local sobre la
importancia de cumplir con las normativas de protección de datos y buenas prácticas en el
manejo de información personal, se ha facilitado el material informativo que se incorpora
en los ANEXOS 2-3-4 además de la realización de diferentes charlas informativas al respec-
to para dar mayor grado de conocimiento acerca de la política de protección de datos de la
entidad y el compromiso del Ayuntamiento de El Viso del Alcor con los más altos estánda-
res de protección de datos y la promoción de una cultura de respeto a la privacidad de los
ciudadanos.

SEGUNDA.- Que en consonancia con la actuación descrita anteriormente en el apartados
e) y F) y el compromiso de colaboración permanente con la Autoridad de Control el Ayun-
tamiento de El Viso del Alcor quiere recalcar que en su calidad de responsable de los da-
tos, se encuentra plenamente comprometido con el cumplimiento de la normativa en ma-
teria de protección de datos y con la garantía de los derechos y libertades de los ciudada-
nos, y ofrecer al Sr Instructor y al propio Consejo una estrecha colaboración y comunica-
ción los más fluida posible para el esclarecimiento de estos hechos y evitar que puedan
volver a repetirse.

Asi mismo , éste Ayuntamiento quiere resaltar el reconocimiento de los hechos referidos
en la denuncia presentada ante el Consejo de Transparencia y Protección de Datos que-
dando a la espera de finalización del procedimiento sancionador incoado para la adopción
de cuantas acciones procesales, administrativas o medidas disciplinarias internas sean po-
sibles en derecho, con objeto de derivar la responsabilidad a quien, de forma efectiva, rea-
lizó en un acto de imprudencia e irresponsabilidad, materialmente la acción de difundir o
divulgar la información de forma indebida. Asimismo, reiteramos nuestra disposición para
colaborar con cualquier aspecto adicional necesario para la resolución satisfactoria de este
procedimiento”.

Se adjuntaba la referida documentación. 

Quinto. Propuesta de resolución. (art. 89 LPAC). 

1. Finalizada la instrucción del procedimiento, se procedió a realizar la correspondiente propuesta de
resolución, estableciendo el plazo de diez días para la formulación de alegaciones, de conformidad
con el artículo 89.2 LPACAP y en relación con el artículo 73.1 de la misma norma.

2. Notificada la propuesta de resolución al órgano reclamado el 6 de abril de 2026, éste presentó
alegaciones en las que, en síntesis, manifestaba lo siguiente:

“[...] PRIMERA.- Este ayuntamiento se ratifica en las alegaciones expuestas con ocasión
de la notificación de inicio del presente procedimiento sancionador de fecha 21 de abril
de 2025, presentadas mediante escrito de fecha 6 de mayo de 2025 por lo que necesario
repetirlas de nuevo.

SEGUNDA.- Que este Ayuntamiento, si bien reconoce la concurrencia de los hechos que
han dado lugar a a la incoación del presente expediente, se ratifica en la ausencia de res-
ponsabilidad en la realización de los mismos, por lo que en función de las posibles conse-
cuencias perjudiciales que para este Ayuntamiento pudiera tener la resolución que dicte
ese Consejo y en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 40/2015 de 1 de octu-
bre de Régimen Jurídico del Sector Público, se reserva el derecho a repetir contra quien,
de forma efectiva, realizó materialmente las acciones de las que este procedimiento ha
traído causa. 

Por lo expuesto
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SOLICITO DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS, tenga por formu-
ladas las presentes alegaciones

Es de Justicia que se pide en el Viso del Alcor, para Sevilla, a fecha de la firma electrónica

OTROSI DIGO Que comunico a ese Consejo de Transparencia que de este escrito se dará
cumplida información y traslado tanto a la persona que este ayuntamiento considera res-
ponsable de la infracción, como al grupo municipal de nnn al que como concejal estaba
adscrito, con el fin de no colocarlos en una situación de indefensión, en el caso de que se
emprendieran las acciones legales previstas en la norma expuesta”.

HECHOS PROBADOS

De los documentos obrantes en el expediente, pueden considerarse como hechos probados:

Primero. Que el concejal del Grupo Municipal de nnn accedió al Decreto de fecha dd/mm/aa -dic-
tado en el marco de un expediente sancionador en materia de urbanismo aún no resuelto de for-
ma definitiva.

Segundo. No ha quedo acreditado que el órgano incoado en el momento de producirse los hechos
objeto de la reclamación hubiera adoptado medidas técnicas y organizativas apropiadas para garanti-
zar la confidencialidad de los datos personales.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Primero. Sobre la competencia.

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 57.1 y 64.2 LOPDGDD y el artículo 43.1 LTPA en re-
lación con el artículo 3.1 LTPA corresponde a este Consejo como autoridad autonómica de protec-
ción de datos personales y dentro de su ámbito competencial, el ejercicio de la potestad sancio-
nadora y de los poderes previstos en el artículo 58 RGPD. 

2. La competencia para la adopción de esta resolución reside en el Director, conforme al art.
48.1.h) LTPA y el art. 10.3.i) Estatutos.

3. Debe destacarse a su vez que, en virtud del artículo 16.5 del Decreto 434/2015, de 29 de sep-
tiembre, por el que se aprueban los Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de
Datos de Andalucía, “[e]l personal funcionario del Consejo, cuando realice funciones de inves-
tigación en materias propias de la competencia del Consejo, tendrá el carácter de agente de
la autoridad”, con las consecuencias que de aquí se derivan para los sujetos obligados en re-
lación con la puesta a disposición de la información que les sea requerida en el curso de tales
funciones investigadoras.

4. Este procedimiento se inicia como consecuencia de una presunta vulneración de la normativa
de protección de datos por parte de una entidad bajo el control del Consejo en lo que respec-
ta al cumplimiento de dicha normativa. Por ello, en el presente caso, solo serán analizadas y
valoradas aquellas cuestiones planteadas por el reclamante, en relación con la materia de
protección de datos personales, que queden incluidas dentro de la esfera de responsabilidad
de la mencionada entidad. 

Segundo. Sobre el tratamiento de datos personales. 

1. El Art. 2.1. RGPD dispone: “[e]l presente Reglamento se aplica al tratamiento total o parcialmente
automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales
contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero”.
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2. El Art. 4.1 RGPD  define «dato personal» como “[t]oda información sobre una persona física
identificada o identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable toda
persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante
un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, datos de localiza-
ción, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad física, fisiológi-
ca, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona”.

Los datos personales a los que se refiere la denuncia son nombre y apellidos y DNI de la per-
sona reclamante.

3. De acuerdo con el Art. 4.2 RGPD, el tratamiento de datos personales es “cualquier operación
o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o conjuntos de datos personales,
ya  sea  por  procedimientos  automatizados  o  no,  como la  recogida,  registro,  organización,
estructuración,  conservación,  adaptación  o  modificación,  extracción,  consulta,  utilización,
comunicación  por  transmisión,  difusión  o  cualquier  otra  forma de  habilitación  de acceso,
cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción”.

En este caso, el tratamiento relacionado con la reclamación es la difusión de un Decreto dic-
tado durante la tramitación de un expediente sancionador en materia de urbanismo pendien-
te de resolución, en el que se incluyen los datos personales de la persona reclamante.

En relación a las operaciones de tratamiento realizadas la entidad incoada dispone de Regis-
tro de Actividades de Tratamiento, habiendo informado que aquellas operaciones se enmar-
carían en la actividad de tratamiento “Urbanismo y Obras Públicas” cuya finalidad es la “Ges-
tión, tramitación, seguimiento y control de licencias municipales y autorizaciones de activi-
dad, y control de la legalidad urbanística”. No obstante lo anterior, este Consejo no ha podido
acreditar que la entidad incoada haya publicado su inventario de actividades de tratamiento
dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 31.2 LOPDGDD.

4. Por último el  Art.  4.7 RGPD considera responsable  del  tratamiento a aquella  “…autoridad
pública, servicio u otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios
del tratamiento…” 

El responsable de los tratamientos es el Ayuntamiento de El Viso del Alcor (Art. 4.7 RGPD). 

Tercero. Sobre la calificación jurídica de los hechos.

 1. Hechos que motivan la incoación del procedimiento sancionador. 

El reclamante manifiesta que un concejal de la oposición del Ayuntamiento de El Viso del Alcor
accedió a un Decreto dictado en el marco de un expediente sancionador en materia de urba-
nismo -aún pendiente de resolución definitiva- y lo hizo público durante una intervención en el
Pleno municipal. Dicha sesión fue retransmitida por diversos medios locales, difundida poste-
riormente a través de redes sociales y compartida mediante aplicaciones de mensajería instan-
tánea, como WhatsApp. El documento divulgado contenía datos personales del reclamante, in-
cluyendo su nombre, apellidos y número completo del Documento Nacional de Identidad (DNI),
así como los datos identificativos de terceras personas.

 2. Preceptos infringidos. 

En relación con la “Licitud del tratamiento” el artículo 6.1 el RGPD establece que: 

“1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:
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a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para
uno o varios fines específicos;

b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es
parte o para la aplicación a petición de este de medidas precontractuales;

c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al
responsable del tratamiento;

d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra per-
sona física;

e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés pú-
blico o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento;

f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el
responsable del tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no pre-
valezcan los intereses o los derechos y libertades fundamentales del interesado que re-
quieran la protección de datos personales, en particular cuando el interesado sea un niño.

Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de aplicación al tratamiento realiza-
do por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones”.

Por su parte, el artículo 8 LOPDGDD dispone que:

“1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimien-
to de una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo
6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho de la
Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá determinar las condiciones gene-
rales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las cesiones que pro-
cedan como consecuencia  del  cumplimiento de la  obligación  legal.  Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de me-
didas adicionales de seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE)
2016/679.

2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento
de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos
al  responsable,  en  los  términos  previstos  en  el  artículo  6.1  e)  del  Reglamento  (UE)
2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por una norma con rango de ley”.

El artículo 32 RGPD se refiere a la "Seguridad del tratamiento", y en su apartado primero se-
ñala que: 

“Teniendo en cuenta el estado de la técnica, los costes de aplicación, y la naturaleza, el
alcance, el contexto y los fines del tratamiento, así como riesgos de probabilidad y grave-
dad variables para los derechos y libertades de las personas físicas, el responsable y el
encargado del tratamiento aplicarán medidas técnicas y organizativas apropiadas para
garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo, que en su caso incluya, entre otros: 

a) la seudonimización y el cifrado de datos personales; 

b) la capacidad de garantizar la confidencialidad, integridad, disponibilidad y resiliencia
permanentes de los sistemas y servicios de tratamiento; 

c) la capacidad de restaurar la disponibilidad y el acceso a los datos personales de forma
rápida en caso de incidente físico o técnico; 
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d) un proceso de verificación, evaluación y valoración regulares de la eficacia de las medi-
das técnicas y organizativas para garantizar la seguridad del tratamiento”. 

 3. Valoración  de  las  alegaciones  al  acuerdo  de  inicio,  pruebas  practicadas  o  medidas
provisionales.

La entidad incoada, en su escrito de alegaciones reconoce los hechos referidos en la denuncia
presentada ante el Consejo y solicita la consideración de los atenuantes previstos en el artícu-
lo 83 RGPD al evaluar la propuesta de sanción. El citado artículo se refiere a las “Condiciones
generales para la imposición de multas administrativas” .

Sin embargo, en el artículo 77 LOPDGDD se indica el “Régimen aplicable a determinadas cate-
gorías de responsables o encargados del tratamiento”:

“1. El régimen establecido en este artículo será de aplicación a los tratamientos de los que
sean responsables o encargados:

[…]

c) La Administración General del Estado, las Administraciones de las comunidades autóno-
mas y las entidades que integran la Administración Local.

[…]

2. Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen alguna
de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la autori-
dad de protección de datos que resulte competente dictará resolución declarando la infrac-
ción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda adoptar para que cese la con-
ducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con excepción de
la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 27 de abril de 2016. [...]”.

 
Por consiguiente,  de acuerdo con lo establecido en el  citado artículo 77 LOPDGDD, a este
Consejo le compete declarar la infracción cometida y establecer, en su caso, las medidas que
proceda adoptar para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se
hubiese cometido, pero no imponer una multa administrativa a la entidad incoada, de acuerdo
con lo previsto en el artículo 83 RGPD, tal y como alega el Ayuntamiento. Es decir, en ningún
caso se va a imponer una sanción y menos una multa económica, motivo por el cual no es
posible  aplicar  los  mencionados  criterios  de  ponderación  incluidos  en  las  “Condiciones
generales para la imposición de multas administrativas” artículo 83 RGPD.

Por tanto, de acuerdo con todo lo expuesto, entendemos que las alegaciones presentadas no
desvirtúan el contenido esencial de la infracción que se declara cometida ni suponen causa de
justificación o exculpación suficiente. 

4. Valoración de las alegaciones a la propuesta de resolución, pruebas practicadas o medidas  
provisionales.

En las alegaciones a la propuesta de resolución, la entidad incoada se ratifica en las alegacio-
nes ya expuestas con ocasión de la notificación de inicio del presente procedimiento sanciona-
dor, reconoce la concurrencia de los hechos que han dado lugar a a la incoación del procedi-
miento y se ratifica en la ausencia de responsabilidad en la realización de los mismos.  Por
consiguiente, este Consejo se remite a lo ya expuesto en el apartado anterior, así como a lo
manifestado al respecto en el siguiente apartado. 
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De acuerdo con todo lo expuesto, entendemos que las alegaciones presentadas no desvirtúan
el contenido esencial de la infracción que se declara cometida ni suponen causa de justifica-
ción o exculpación suficiente.

5. Consideraciones jurídicas sobre la existencia de infracción. 

A fin de valorar la posible responsabilidad del Ayuntamiento de El Viso del Alcor en relación
con los hechos descritos en la presente reclamación, resultó necesario determinar, en primer
término, si el acceso por parte del concejal del Grupo Municipal de nnn al Decreto de fecha 11
de abril de 2023 -dictado en el marco de un expediente sancionador en materia de urbanismo
aún no resuelto de forma definitiva- se ajustaba a alguna de las bases jurídicas que legitiman
el tratamiento de datos personales conforme al artículo 6 RGPD.

A estos efectos, es preciso indicar que el artículo 77 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regulado-
ra de las Bases del Régimen Local, dispone que “todos los miembros de las Corporaciones lo-
cales tienen derecho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de Gobierno cuantos
antecedentes, datos o informaciones obren en poder de los servicios de la Corporación y re-
sulten precisos para el desarrollo de su función”. Este derecho se encuentra desarrollado por
los artículos 14 a 16 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba
el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales
que especifica el modo en que deberá producirse la solicitud, así como las particularidades
para el ejercicio de la consulta.

Por otro  lado, en el artículo 16 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que
se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entida-
des Locales, establece que:   

1. La consulta y examen concreto de los expedientes, libros y documentación en general
se regirá por las siguientes normas:

a) La consulta general de cualquier expediente o antecedentes documentales podrá reali-
zarse, bien en el archivo general o en la dependencia donde se encuentre, bien mediante
la entrega de los mismos o de copia al miembro de la Corporación interesado para que
pueda examinarlos en el despacho o salas reservadas a los miembros de la Corporación. El
libramiento de copias se limitará a los casos citados de acceso libre de los Concejales a la
información y a los casos en que ello sea expresamente autorizado por el Presidente de la
Comisión de Gobierno. 

b) En ningún caso los expedientes, libros o documentación podrán salir de la Casa Consis-
torial o Palacio Provincial, o de las correspondientes dependencias y oficinas locales. 

c) La consulta de los libros de actas y los libros de resoluciones del Presidente deberá efec-
tuarse en el archivo o en la Secretaría General. 

d) El examen de expedientes sometidos a sesión podrá hacerse únicamente en el lugar en
que se encuentren de manifiesto a partir de la convocatoria. 

2. En el supuesto de entrega previsto en el apartado a) del número anterior, y a efectos
del oportuno control administrativo, el interesado deberá firmar un acuse de recibo y ten-
drá la obligación de devolver el expediente o documentación en un término máximo de
cuarenta y ocho horas, o antes, en función de las necesidades del trámite del expediente
en cuestión. 

3. Los miembros de la Corporación tienen el deber de guardar reserva en relación con las
informaciones que se les faciliten para hacer posible el desarrollo de su función, singular-
mente de las que han de servir de antecedente para decisiones que aún se encuentren
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pendientes de adopción, así como para evitar la reproducción de la documentación que
pueda serles facilitada, en original o copia, para su estudio”.

De acuerdo con la información que consta en el expediente, el acceso del Concejal de la Cor-
poración Local al Decreto de alcaldía se vio fundamentada en la necesidad de que el Concejal
estuviera debidamente informado, a fin de llevar a cabo su función de control sobre la Corpo-
ración Local, respecto de la gestión de los servicios públicos de competencia local, en los tér-
minos previstos en el ya citado artículo 77 de la Ley de Bases del Régimen Local 7/1985 y, en
consecuencia,  dado que las normas atribuyen a los concejales la posibilidad de consultar la
documentación obrante en el Ayuntamiento en el ejercicio de su actividad de control de los ór-
ganos de la Corporación, la comunicación de los datos referidos en la reclamación, se encon-
traría amparada por el artículo 6.1 c) y f) RGPD.

No obstante, debe recordar este Consejo que, quien recibe los datos solo podrá utilizarlos en
el ámbito de sus competencias, toda vez que este es el límite establecido por la propia norma-
tiva de Régimen Local, limitación recogida a su vez el artículo 5.1.b) RGPD que establece que
los datos “no serán tratados ulteriormente de manera incompatible con dichos fines; ... («limi-
tación de la finalidad»)”. Por ello, la utilización de los datos se limitará al ejercicio de la fun-
ción de control prevista en la Ley, sin que sea posible una posterior difusión de esos datos sin
que estuviera amparada igualmente por alguna de las condiciones establecidas en el RGPD.
Asimismo, el Concejal en virtud de lo dispuesto en el apartado tercero del artículo 16 del cita-
do Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Or-
ganización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales tiene el  deber  de
guardar reserva en relación con las informaciones que se les faciliten para hacer posible el de-
sarrollo de su función, singularmente de las que han de servir de antecedente para decisiones
que aún se encuentren pendientes de adopción, así como para evitar la reproducción de la do-
cumentación que pueda serles facilitada, en original o copia, para su estudio.

En cuanto a la adopción de medidas técnicas y organizativas por parte de la entidad incoada,
aunque el artículo 32 RGPD no establece un listado de las medidas de seguridad que sean de
aplicación de acuerdo con los datos que son objeto de tratamiento, sino que establece que el
responsable y el encargado del tratamiento aplicarán medidas técnicas y organizativas que
sean adecuadas al riesgo que conlleve el tratamiento, teniendo en cuenta el estado de la téc-
nica, los costes de aplicación, la naturaleza, alcance, contexto y finalidades del tratamiento,
los riesgos de probabilidad y gravedad para los derechos y libertades de las personas intere-
sadas, éstas deberán garantizar la confidencialidad de los datos. Como ya se ha expuesto,
desde este organismo se requirió a la entidad incoada para que aportara información sobre
las medidas ya implementadas por el Ayuntamiento, así como de las medidas adoptadas para
solucionar la incidencia y evitar posibles incidencias similares en el futuro. A este respecto, la
entidad incoada comunicó a este Consejo que se iban a iniciar acciones de concienciación en
materia de protección de datos, dirigida a los componentes de la corporación local con el pro-
pósito de concienciar sobre la importancia de cumplir con las normativas de protección de da-
tos y fomentar buenas prácticas en el manejo de información confidencial. Añadiendo que es-
tas iniciativas incluirían la capacitación, charlas informativas y material educativo que ayuda-
rán a garantizar que todos los miembros de la corporación fueran plenamente conscientes de
su responsabilidad en la protección de datos y la privacidad de los ciudadanos. 

Sin embargo, entiende este Consejo que, en relación con los hechos objeto de la reclamación,
en la medida que no ha quedado acreditado que la entidad incoada en el momento de produ-
cirse los hechos, tuviera implantadas medidas o procedimientos de seguridad suficientes o
apropiadas sobre el modo en que se tratan los datos de carácter personal, la entidad incoada,
como responsable del tratamiento, incumplió, por las circunstancias expuestas anteriormente,
el artículo 32.1 RGPD en relación con la falta de aplicación de medidas técnicas y organizati-
vas apropiadas para garantizar el principio de confidencialidad de los datos personales. Ello
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sin perjuicio de que, tal y como se ha expuesto, la entidad incoada haya adoptado, con poste-
rioridad, medidas para adaptarse y dar cumplimento a los requisitos exigidos por el RGPD.

Por último, en relación a la afirmación del órgano incoado sobre que las acciones del concejal
eran independientes de la institución del Ayuntamiento, resulta pertinente citar la doctrina
consolidada del Tribunal Supremo, reiterada en la Sentencia núm. 705/2021, de 15 de febrero
de 20211, la cual se pronuncia sobre la responsabilidad que recae sobre una entidad local [en
este caso, un Ayuntamiento] por las infracciones cometidas por sus empleados o cargos públi-
cos. En dicha resolución, el Alto Tribunal recuerda que el responsable del tratamiento de datos
no puede exonerarse alegando que la infracción fue cometida por  un empleado o por un
miembro del órgano municipal. En concreto, en su Fundamento Jurídico Quinto, el Tribunal es-
tablece que:

“[…] Pues bien, partiendo de la doctrina constitucional y de la jurisprudencia que he-
mos reseñado en el fundamento jurídico cuarto, compartimos enteramente el parecer
de la Sala de instancia cuando señala (F.J. 6º de la sentencia recurrida) que << (...) la
responsabilidad de la Administración titular y encargada del fichero [Ayuntamiento de
San Sebastíán] no puede excusarse en su actuación diligente, separadamente de la
actuación de sus empleados o cargos, sino que es la actuación "culpable" de éstos,
consecuencia de la violación de las mencionadas obligaciones de protección del carác-
ter reservado de los datos personales la que fundamenta la responsabilidad de la pri-
mera en el ámbito sancionador de cuya aplicación se trata; por actos "propios" de sus
empleados o cargos, no de terceros,...>>.

[…]

Lo anterior no significa, claro es, que estemos proyectando sobre el Ayuntamiento re-
currente un principio de responsabilidad objetiva, ni que se vulnere el principio de pre-
sunción de inocencia, ni que demos por buena una suerte de inversión de la carga de
la prueba. Sencillamente sucede que, estando admitida en nuestro Derecho Adminis-
trativo la responsabilidad directa de las personas jurídicas , a las que se reconoce, por
tanto, capacidad infractora, el elemento subjetivo de la infracción se plasma en estos
casos de manera distinta a como sucede respecto de las personas físicas, de manera
que,  como señala  la  doctrina  constitucional  que antes  hemos reseñado -SsTC STC
246/1991, de 19 de diciembre (F.J. 2) y 129/2003, de 30 de junio (F.J. 8)- la reprochabi-
lidad directa deriva del bien jurídico protegido por la norma que se infringe y la necesi-
dad de que dicha protección sea realmente eficaz y por el riesgo que, en consecuen-
cia, debe asumir la persona jurídica que está sujeta al cumplimiento de dicha norma”.

6. Tipificación. 

Los hechos atribuidos al órgano incoado, por las razones expuestas, suponen la siguiente in-
fracción a la normativa de protección de datos personales: 

El incumplimiento de las disposiciones relativas a "las obligaciones del responsable y del en-
cargado a tenor de los artículos 8, 11, 25 a 39, 42 y 43" del RGPD tipificada en el artículo
83.4.a) RGPD; calificada a efectos de prescripción en la LOPDGDD como infracción grave por
vulneración sustancial del artículo 32 RGPD “Seguridad del tratamiento” y, en particular, se-
gún el artículo 73.f) LOPDGDD: 

1 https://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?
action=accessToPDF&publicinterface=true&tab=AN&reference=9442388&optimize=20210309&links=derechos
%20y%20libertades&databasematch=TS
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"La falta de adopción de aquellas medidas técnicas y organizativas que resulten apropiadas
para garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo del tratamiento, en los términos
exigidos por el artículo 32.1 del Reglamento (UE) 2016/679".

Cuarto. Sobre la identificación de la entidad responsable (art. 89.3 LPAC).

De conformidad con lo previsto en el artículo 70.1 LOPDGDD, se identifica como entidad responsa-
ble de la infracción, al Ayuntamiento de El Viso del Alcor.

Quinto. Declaración de la infracción y medidas a adoptar (art. 77.2 LPAC y 58.2 RGPD). 

1. El artículo 77 LOPDGDD establece el régimen sancionador aplicable a determinadas categorías
de responsables o encargados del tratamiento; incluyendo, entre otros a:

“a) Los órganos constitucionales o con relevancia constitucional y las instituciones de las
comunidades autónomas análogas a los mismos.

[...]

c) [...] las Administraciones de las comunidades autónomas y las entidades que integran
la Administración Local.

d) Los organismos públicos y entidades de Derecho público vinculadas o dependientes de
las Administraciones Públicas.

e) Las autoridades administrativas independientes.

[...]

g) Las corporaciones de Derecho público cuando las finalidades del tratamiento se rela-
cionen con el ejercicio de potestades de derecho público.

h) Las fundaciones del sector público.

i) Las Universidades Públicas.

j) Los consorcios.

k) Los grupos parlamentarios de [...] las Asambleas Legislativas autonómicas, así como
los grupos políticos de las Corporaciones Locales.”

En el mencionado artículo, en su apartado 2, se señala que:

"Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen alguna
de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la auto-
ridad de protección de datos que resulte competente dictará resolución declarando la in-
fracción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda adoptar para que cese la
conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con excep-
ción de la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.[...]".

Así, de acuerdo con el artículo 77.2 LOPDGDD, procede declarar la infracción o infracciones an-
tes descritas.
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2. Por otra parte, en relación con las medidas que proceda adoptar, el artículo 58.2 RGPD dispone
que:

“Cada autoridad de control dispondrá de todos los siguientes poderes correctivos indica-
dos a continuación: […]

d) ordenar al responsable o encargado del tratamiento que las operaciones de tratamien-
to se ajusten a las disposiciones del presente Reglamento, cuando proceda, de una deter-
minada manera y dentro de un plazo especificado;[…]”.

En el caso que nos ocupa no se considera preciso ordenar al órgano incoado la puesta en marcha
de medidas adicionales a las ya adoptadas.

Sexto. Notificaciones y comunicaciones. 

En relación con la notificación de la resolución del procedimiento sancionador, el artículo 77.2 LO-
PDGDD dispone que "[l]a resolución se notificará al responsable o encargado del tratamiento, al
órgano del que dependa jerárquicamente, en su caso, y a los afectados que tuvieran la condición
de interesado, en su caso".

Además, el artículo 77.4 LOPDGDD señala que "[s]e deberán comunicar a la autoridad de protec-
ción de datos las resoluciones que recaigan en relación con las medidas y actuaciones a que se re-
fieren los apartados anteriores", y el 77.5 LOPDGDD, que "[s]e comunicarán al Defensor del Pue-
blo o, en su caso, a las instituciones análogas de las comunidades autónomas las actuaciones rea-
lizadas y las resoluciones dictadas al amparo de este artículo".

En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la resolución que ponga fin al pro-
cedimiento se hará pública, disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a
los interesados.

En virtud de todo lo expuesto, el director del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Anda-
lucía dicta la siguiente,

RESOLUCIÓN

Primero. Declarar que el Ayuntamiento de El Viso del Alcor, con CIF NNNNN, ha cometido la siguiente
infracción:

- Infracción tipificada el artículo 83.4.a) RGPD y calificada a efectos de prescripción como grave en
el artículo 73.f) LOPDGDD por vulneración sustancial del artículo 32.1 RGPD referido a la seguri-
dad del tratamiento en relación con la ausencia de medidas técnicas y organizativas apropiadas
para garantizar la confidencialidad de los datos personales.

Segundo.  No se considera preciso ordenar al órgano incoado la puesta en marcha de medidas
adicionales a las ya adoptadas.

Tercero.  Que se notifique la presente resolución al órgano infractor.

Cuarto. Que se comunique la presente resolución al Defensor del Pueblo Andaluz, de conformidad con
lo establecido en el artículo 77.5 LOPDGDD

En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la presente Resolución se hará pública,
disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a los interesados.
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El incumplimiento de esta resolución podría comportar la comisión de la infracción considerada en el
artículo 72.1.m) LOPDGDD, sancionable de acuerdo con el artículo 58.2 RGPD. 

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso potestativo de re-
posición ante este Consejo, en el plazo de un mes, o interponer directamente recurso contencioso-ad-
ministrativo ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Sevilla que por turno corresponda, en
el plazo de dos meses, en ambos casos a contar desde el día siguiente al de su notificación, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 30.4, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Proce-
dimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en los artículos 8.3 y 46.1 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

No obstante, al tratarse de un acto en materia de sanciones, el demandante podrá elegir alternativa-
mente interponer el citado recurso contencioso-administrativo ante el juzgado o el tribunal en cuya cir-
cunscripción tenga aquél su domicilio, siempre entendiendo esta elección limitada a la circunscripción
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de conformidad con lo dispuesto en los apartados se-
gundo y tercero del artículo 14.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa.

Conforme a lo previsto en el art. 90.3.a) LPACAP, se podrá suspender cautelarmente la resolución fir-
me en vía administrativa si el interesado manifiesta ante este Consejo su intención de interponer re-
curso contencioso-administrativo y traslada al mismo, una vez interpuesto, la documentación que
acredite su presentación. Si el Consejo no tuviese conocimiento de la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo correspondiente o en dicho recurso no se solicitara la suspensión cau-
telar de la resolución, se daría por finalizada la mencionada suspensión.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

La resolución original consta firmada electrónicamente 
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